Expediente AR-30/2011
LAUDO  que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje de derecho promovido por D. XXXXX contra la entidad mercantil “XXXXX.”, sobre impugnación del acuerdo de la Asamblea General de fecha 26 de octubre de 2010.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 27 de diciembre de 2010 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por D. XXXXX en la que reclamaban la impugnación del acuerdo adoptado en la Asamblea General de fecha 26 de octubre de 2010 respecto del reparto que la entidad “XXXXX.” viene haciendo de los denominados “anticipos laborales”. 
SEGUNDO: Una vez admitida a trámite la demanda, se dio traslado de la misma a la cooperativa afectada, procediendo a su contestación con fecha 20 de abril de 2011, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían. 
TERCERO: Las partes interesadas en el presente procedimiento fueron convocadas para celebrar el 26 de mayo de 2011 la comparecencia prevista en el artículo 22.2 de Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa. 

Compareció por parte de los demandantes, y en representación de todos ellos, Dña. XXXXX, abogada, adscrita al Colegio de Abogados de Talavera de la Reina con el número XXX; la representación de la cooperativa asimismo la asumió en ese acto el letrado D. XXXXX, adscrito también al colegio de Abogados de Talavera de la Reina con el número XXX.  

En la referida comparecencia los solicitantes de arbitraje ratificaron la demanda interpuesta y, entre otras afirmaciones y en relación con el fondo del asunto que nos ocupa, alegaron que los estatutos sociales de la cooperativa regulan la existencia de los anticipos laborales en función de las diversas categorías laborales y que la primera vez que se procedió a impugnar el criterio de reparto de los anticipos fue en la Asamblea General de fecha 18 de febrero de 2010; también se alega que los acuerdos de la Asamblea no pueden adoptarse en perjuicio de un determinado grupo de socios y, por último, que está justificado que para titulaciones diferentes existan también diferencias salariales (así –añaden- se ha venido haciendo desde el año 1973 en la cooperativa).  

La entidad demandada se opuso a los argumentos recogidos en la solicitud de arbitraje, defendiendo la legalidad del acuerdo tomado en base a que todos los socios tienen los mismos derechos económicos; se alegó que el concierto educativo no determina el anticipo laboral sino que es la cooperativa la titular del mismo y quien, en definitiva, recibe el módulo; se añade también que el complemento de antigüedad no figura regulado ni en los estatutos sociales ni en la vigente ley de cooperativas en relación con la condición de socio; por último, se indica que el acuerdo de 26 de octubre de 2010 no aporta nada nuevo al anterior de fecha 18 de febrero de 2010, el cual no se impugnó. 
CUARTO: Una vez propuesta la prueba que las partes estimaron oportuno en defensa de sus intereses, admitida y declarada pertinente, fueron convocadas nuevamente el día 29 de junio de 2011 para la celebración de la vista de conclusiones prevista en el artículo 25 del Decreto 72/2006. En la citada comparecencia la representación de la parte demandante solicita la estimación de lo reclamado, concluyendo que el reparto de los anticipos laborales –con independencia de su importe- debe tener en cuenta la categoría profesional de cada socio, no siendo equitativo; la representación de la cooperativa, además de ratificar las alegaciones vertidas en la comparecencia previa, afirma que la diferenciación entre profesor y maestro, en la actualidad, carece de sentido, adoptando la cooperativa sus acuerdos de conformidad con la realidad actual.
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 144 de la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan, precepto aplicable según lo establecido en la Disposición Transitoria Primera de la Ley 11/2010, de 4 de noviembre.

Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, desarrollando el precepto citado anteriormente, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa. 
SEGUNDO: Del contenido de la solicitud de arbitraje y de su contestación, así como de las alegaciones vertidas por ambas partes en las comparecencias que han tenido lugar a lo largo del procedimiento, puede afirmarse que la cuestión fundamental radica en determinar si, en relación con el reparto de los anticipos laborales que reciben los socios cooperativistas, el mismo debe realizarse de forma equitativa entre todos ellos o –tal y como exigen los demandantes- se debería hacer en función de las distintas categorías profesionales. 
Por otra parte, si bien la cuestión principal es la mencionada anteriormente, hay que tener presente que no es la única controversia que debe resolverse a través del presente laudo. Una vez fijada la naturaleza jurídica de los denominados “anticipos laborales” y la forma en la que se debe proceder a su reparto, es necesario determinar si, en el presente caso y teniendo en cuenta las circunstancias especiales que concurren en el mismo, la propia Asamblea General puede decidir la forma en la que llevarlo a cabo. 
TERCERO: Respecto de la primera cuestión a dilucidar, conviene comenzar diciendo que las sociedades cooperativas de trabajo asociado –como la que nos ocupa- se caracterizan por tener una naturaleza jurídica mixta, es decir, al componente eminentemente mercantil de toda sociedad hay que añadirle un incuestionable carácter laboral. De tal forma, lo que la legislación trata en estos casos es de armonizar la doble condición de socio y de trabajador de alguno de sus miembros. No obstante, esa armonización no se produce en relación con la retribución de los trabajadores que asimismo ostentan la condición de socio, rigiendo en estos casos exclusivamente los conceptos incluidos en el derecho mercantil respecto del reparto de beneficios, aunque con algunas matizaciones. Por tanto, si bien los socios obtienen ingresos por un doble cauce (uno que puede parecer predominantemente retributivo de su respectivo trabajo en favor de la entidad -anticipos societarios o laborales - y otro de naturaleza lucrativa o de ganancia adicional en función de los beneficios obtenidos durante el año -retornos cooperativos-), en realidad la relación obligacional del trabajador/socio con la cooperativa tiene un evidente carácter societario, debiéndose descartar en este punto que estemos en presencia de una relación laboral –ni tan siquiera de naturaleza mixta-. Además, el propio legislador deja claro que esas percepciones de carácter periódico de los socios trabajadores “no tienen la consideración de salario”, sino que son anticipos a cuenta de los excedentes de la cooperativa al disponer de forma expresa en el artículo 80.4 de la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, que “los socios trabajadores tienen derecho a percibir periódicamente, en plazo no superior a un mes, percepciones a cuenta de los excedentes de la cooperativa denominados anticipos societarios que no tienen la consideración de salario, según su participación en la actividad cooperativizada”; de forma análoga, el artículo 124.4 de la Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, afirma asimismo que “los socios trabajadores y socias trabajadoras tienen derecho a percibir periódicamente, en plazo no superior a un mes, anticipos societarios, según su participación en la actividad cooperativizada, y en la cuantía que establezca la asamblea general”.
Por tanto, teniendo en cuenta todo lo anterior, en las cooperativas de trabajo asociado pueden concurrir, al menos, dos clases de empleados: los que disfrutan de un contrato de trabajo por cuenta ajena –ligados a la cooperativa con una relación laboral propiamente dicha- y los socios/trabajadores. Las remuneraciones de estos últimos son las que dependen (por su carácter de socios de la empresa) de los excedentes de la cooperativa, es decir, de la existencia o no de beneficios, si bien tienen derecho a percibir en plazo no superior a un mes anticipos “a cuenta” de ese reparto.
Lo visto hasta ahora ha sido resuelto en varias ocasiones por los tribunales de justicia. Así, por ejemplo, la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de fecha 21 de diciembre de 2004 indicaba que "el carácter no salarial de los anticipos societarios por los socios trabajadores de una cooperativa de trabajo es una cuestión pacífica en la doctrina judicial. Ya nuestro T.S. en sentencia de 1987 reconocía que la relación de un socio trabajador de cooperativa no es asimilable a la de un trabajador por cuenta ajena y que en consecuencia los anticipos laborales mensuales no pueden equipararse al salario, concluye que sin embargo, en aquellas materias no reguladas expresamente por las normas cooperativas, es de aplicación, la normativa laboral, siempre que la materia del socio trabajador en su cooperativa. Ninguna novedad aporta a estos efectos la modificación legislativa del año 1999, en el que se ratifica que los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo tienen una condición absolutamente diferente a la de los trabajadores por cuenta ajena, si bien le son de aplicación una parte de la normativa laboral en cuestiones como salud laboral, permisos retribuidos, incapacidad temporal, etc... Por tanto, en aquellas materias no expresamente reguladas por la normativa para las cooperativas de trabajo que afecten a la relación de trabajo de sus socios trabajadores, será de aplicación, con carácter subsidiario, la normativa laboral”. 
Mucho más clara es la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León de fecha 6 de julio de 1998 cuando afirma que “la condición de socio trabajador de las cooperativas de trabajo asociado - asociaciones de personas naturales para desarrollar la actividad cooperativizada de prestación de su trabajo - no conlleva la calificación de trabajador asalariado, por lo que no cabe aplicar, como pretenden los accionantes, la normativa laboral de forma directa o supletoria en su integridad ni, en concreto, para equiparar los anticipos laborales que tiene derecho a percibir periódicamente (…) a los salarios cuya liquidación y pago regula el art. 29 del ET ni para hacerles extensivas las gratificaciones extraordinarias que prevé su art.31. Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado no perciben salarios propiamente dichos a diferencia de lo que sucede con los trabajadores que, sin tener la condición de socio, pudieran tener a su servicio y que, de cumplir las condiciones el art. 1.1 del ET deberán ser calificados cono asalariados y regirse directamente por la normativa laboral común. Los anticipes laborales suponen, en definitiva, unas entregas anticipadas - y a cuenta del resultado que arroje el correspondiente ejercicio económico-, (…) al vincularlas, al igual que los retornos que proceden, al resultado final del ejercicio y en la medida en que unos y otros puedan ser exigibles, en tanto que si fueran salarios su exigibilidad no estaría condicionada, obviamente, a aquel resultado”.
En consecuencia, los anticipos societarios que reciben los socios trabajadores en las cooperativas de trabajo asociado no tienen naturaleza salarial, debiéndose considerar como pagos a cuenta o –tal y como se deduce de su misma denominación- “anticipos” del futuro reparto de beneficios.
CUARTO: Una vez que ha quedado clara la naturaleza jurídica de las cantidades que reciben los socios en concepto de anticipos societarios, conviene analizar la forma en la que, de forma mensual, debe procederse al pago de esos anticipos a cada socio. Por parte de la cooperativa se alega que el pago de esas cantidades, en virtud de lo previsto en el artículo 35 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, debe hacerse de forma equitativa entre los socios ya que “con carácter general, todos los socios ostentan en condiciones de igualdad los mismos derechos económicos y políticos (…); sin embargo, hay que decir que pasa por alto el resto del precepto transcrito, el cual añade que “sin perjuicio de las previsiones particulares establecidas en la presente Ley para las distintas categorías”. Pues bien, en relación con las cooperativas de trabajo asociado, la propia Ley recoge una “previsión particular” en su artículo 124.4 cuando señala de forma literal que “los socios trabajadores y las socias trabajadoras tienen derecho a percibir periódicamente, en plazo no superior a un mes, anticipos societarios, según su participación en la actividad cooperativizada, y en la cuantía que establezca la asamblea general”.

Por tanto, a la vista de los preceptos indicados en el párrafo precedente, puede afirmarse que el reparto de los anticipos societarios, en principio, no necesariamente debe ser equitativo entre los socios sino que debe depender en primer lugar de la actividad cooperativizada de cada uno de ellos. No obstante lo anterior, en el presente caso hay que tener muy en cuenta lo previsto en el artículo 11.e) de los Estatutos sociales de la cooperativa que nos ocupa, el cual viene a añadir una nueva variable al hacer también depender los anticipos de los distintos puestos de trabajo o categorías. En consecuencia, el reparto no sólo debe realizarse en función de la actividad cooperativizada de cada socio, sino que también –al menos en la cooperativa de referencia - hay que tener en cuenta las diferentes categorías profesionales reconocidas en su seno. Se deduce en consecuencia que el importe del anticipo societario será distinto en función del puesto de trabajo que se desempeñe (por aplicación del artículo 11.e de los estatutos).
Respecto de la existencia de diferentes categorías profesionales, no puede compartirse la afirmación de la parte demandada relativa a que carece de todo fundamento en la actualidad esa diferenciación respecto de los docentes, todo ello a la vista de la normativa sectorial de aplicación. La propia Ley Orgánica 2/2006, de 3 de Mayo, de Educación, en sus artículos 92 y siguientes establece una primera distinción -atendiendo a la titulación exigible- entre los profesionales que imparten tanto la educación infantil y primaria respecto de los de educación secundaria y bachillerato, estando habilitados para las primeras quienes ostenten la titulación de Maestro con la correspondiente especialidad y para la segunda los Licenciados, Ingenieros o Arquitectos. Además, si tenemos en cuenta que la Disposición Adicional Séptima del referido texto normativo -aunque referido a la función pública docente-, también diferencia entre distintos cuerpos y categorías, puede afirmarse que en este ámbito existen en la actualidad jurídicamente reconocidas distintas categorías profesionales. Así también lo entiende la Consejería de Educación y Ciencia, concretamente la Dirección General de Personal Docente, al recoger en las fichas informativas de retribuciones mensuales que derivan del Acuerdo firmado entre la Junta de Comunidades y la Unión de Cooperativas de Castilla-La Mancha respecto de los centros de enseñanza privados concertados (aportadas por los solicitantes de arbitraje como prueba documental), una clara diferenciación entre categorías profesionales. Dicho de otro modo, en las referidas fichas se distingue el salario que le corresponde a los docentes dependiendo de si imparten enseñanza infantil, primaria o secundaria.
De todo lo anterior puede concluirse que, si bien no consta acreditado que sea distinta la actividad cooperativizada que presta cada uno de los socios, lo que justificaría en caso contrario el pago de un anticipo societario diferente entre ellos, sí se ha constatado la existencia de diferentes categorías profesionales en la cooperativa que nos ocupa, lo que conlleva necesariamente, en aplicación del artículo 11 de los Estatutos sociales, la percepción de anticipos societarios distintos en función de esa categoría. 
QUINTO: Recapitulando, hasta el momento son dos los puntos que han sido estudiados en los fundamentos de derechos precedentes:

· En primer lugar, en relación con los anticipos societarios, ha quedado clara la naturaleza no salarial de esas cantidades que perciben periódicamente los socios trabajadores. Se trata de pagos a cuenta del futuro reparto de excedentes o beneficios de la cooperativa.

· En segundo lugar, y exclusivamente respecto de la cooperativa de referencia, el importe de  esos anticipos societarios no sólo depende de la actividad cooperativizada que cada socio aporta sino que, por aplicación del artículo 11.e) de los Estatutos Sociales, también depende de la categoría profesional o del puesto que ocupe cada socio.  En relación con lo anterior es preciso indicar que, pese a la trascendencia que en un principio parecía que podía tener el presente laudo, el artículo estatutario citado anteriormente limita de forma extraordinaria su extensión sólo a aquellos supuestos en los que, también de forma estatutaria, se recoja un precepto similar. 
Dejado sentado lo anterior, resta en último lugar analizar si la Asamblea General está facultada para acordar, en relación con los anticipos societarios, su reparto equitativo en función de la normativa aplicable. 
Conviene en primar lugar decir que en los casos de revisión de acuerdos sociales se ha de proceder en todo momento con la debida ponderación y cautela, procurando en la medida de lo posible no dejar sin efecto la esfera de acción reservada a los órganos de la cooperativa, en este caso a la propia Asamblea General, sin perjuicio de que se puedan revisar esos acuerdos si existe demostración suficiente de que el órgano social se ha extralimitado o ha causado lesión a la entidad o a algún socio en beneficio de otro. La propia Ley 11/2010 en su artículo 54.1 dispone expresamente que “podrán ser impugnados los acuerdos de la asamblea general que (…) se opongan a los estatutos (…) o lesionen en beneficio de uno o varios socios o de terceros los intereses de la cooperativa”, y son precisamente esos dos motivos los que concurren en el presente caso, razón por la cual debe procederse a la anulación del acuerdo referente al reparto equitativo de los anticipos societarios.
Si tenemos en cuenta una vez más que no puede obviarse lo dispuesto en el artículo 11 de los estatutos sociales, queda claro que el reparto de los anticipos societarios debe calcularse en función, entre otras variables, de la categoría profesional o el puesto de trabajo que desempeña cada socio. Por tanto, si bien es la Asamblea General el órgano habilitado legalmente para establecer la cuantía de esos anticipos, según previene el artículo 124.4 de la Ley 11/2010, en esa determinación no debe ignorarse la existencia de distintas categorías profesionales en el seno de la cooperativa que nos ocupa.

Con independencia de que pueda parecer contrario a los principios que regulan el funcionamiento básico de las sociedades mercantiles, sobre todo si tenemos en cuenta que los anticipos son pagos a cuenta de los futuros excedentes, no es menos cierto que los estatutos sociales también son norma de ineludible cumplimiento hasta en tanto no se produzca su modificación o derogación, siendo su contenido obligatorio para todos los socios y para todos aquellos órganos societarios que precisamente, entre otras cosas, tienen como función vigilar la correcta aplicación de los mismos. Por tanto, si bien la Asamblea General es el órgano facultado para determinar la cuantía de los anticipos – en este caso tanto de profesores como de maestros -, esa determinación no puede ser equitativa. En cualquier caso también es necesario decir que no se trata de que los profesores “cobren” un anticipo mayor del que vienen percibiendo en la actualidad sino que, teniendo en cuenta los preceptos de aplicación y el resto de circunstancias que concurren en el presente caso, ese anticipo debería ser en todo caso superior al que le corresponde a los maestros, siendo competencia de la Asamblea General la determinación de ambos importes.
Por otra parte, existe un segundo motivo que justificaría la anulación del acuerdo que nos ocupa. La jurisprudencia ha modelado, en relación con los acuerdos societarios, el concepto de “abuso de derecho” (véase, por ejemplo, la Sentencia del Tribunal Supremo de 10 de julio de 1997 o de la Audiencia Provincial de Madrid de 5 de febrero de 2001). El mismo se ha venido aplicando a aquellos acuerdos adoptados por mayoría en Asamblea General, pero que lesionan los intereses de la cooperativa o de los socios minoritarios en beneficio de otros. Y es precisamente esto lo que ha acontecido en el presente caso –en opinión del árbitro que suscribe-, es decir, que aprovechando la mayoría asamblearia de la que gozan los maestros, se han adoptado acuerdos no sólo contrarios a los vigentes estatutos sociales, sino  discriminatorios respecto de un colectivo de socios (profesores) en relación con el colectivo de socios mayoritario (maestros). 

Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL

Debe estimarse íntegramente la solicitud de arbitraje presentada por D. XXXXX contra la entidad cooperativa “XXXXX” y se declara expresamente que:

1.- El reparto de los anticipos societarios no necesariamente debe ser equitativo al depender, al menos, de dos variables: la actividad cooperativizada que aporta cada socio y la categoría profesional que asimismo ostenta cada uno de ellos.  
2.- Es la Asamblea General el órgano al que le corresponde fijar el importe de las cantidades a percibir por los socios en concepto de anticipo, debiendo tener en cuenta para la referida determinación lo indicado en el párrafo precedente. 

El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 
En Toledo, a 12 de agosto de 2011
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
